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Resumen 

La importancia de la fiscalidad energético-ambiental para la 
transición hacia economías descarbonizadas no se corresponde 
con su papel en la realidad por los diversos límites que restringen 
su aplicación. Este artículo pone énfasis en una de sus principales 
barreras, los aspectos distributivos y de equidad, y enumera 
algunas alternativas para mitigar sus efectos. En particular, se 
formulan y evalúan empíricamente para el caso español una serie 
de propuestas fiscales sobre el transporte por carretera y la 
aviación, fuentes de importantes emisiones contaminantes, con 
paquetes compensatorios que reduzcan su regresividad y 
apuntalen su viabilidad en la práctica. 
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1. Introducción 
 
Los riesgos y amenazas que plantean los graves problemas ambientales a los que nos enfrentamos 
suponen un reto mayúsculo para las políticas públicas. En el Acuerdo de París (UN, 2015), la mayoría 
de los países del mundo1 asumieron compromisos importantes para tratar de mantener el incremento de 
la temperatura media mundial por debajo de 2ºC. La Unión Europea (UE) lideró esa exigencia con un 
objetivo de reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero (GEI), entre os que destaca el 
dióxido de carbono (CO2), del 40% en 2030 respecto a 1990 (European Union, 2015)2. Para lograr estos 
ambiciosos objetivos, un instrumento fundamental con el que cuentan los decisores políticos son los 
denominados precios de carbono, en particular mediante la utilización de impuestos energético-
ambientales (IEA en adelante). Esta política cuenta con un consenso académico (Fullerton et al, 2010; 
Ekins y Speck, 2011; Gago et al, 2014a) y un apoyo institucional amplísimos (European Commission, 
2015, 2017; OECD, 2015, 2018; OTA, 2017; EAERE, 2019; CLC, 2019a, 2019b; IMF 2019) que, sin 
embargo, no han conseguido extender y consolidar su aplicación3.  
 
Quizá la principal razón que explique el incumplimiento de expectativas de los IEA tenga que ver con los 
límites (soinstitucionales, de competitividad, distributivos, de aceptación social) que han condicionado su 
aplicación práctica. Su economía política es compleja y exige un amplio consenso, máxima atención a 
los perdedores (contribuyentes, sectores económicos, territorios) y un plan ambicioso de 
compensaciones sobre los distintos agentes para imponer los nuevos criterios fiscales. La gestión de 
todos estos factores define las condiciones para una buena aplicabilidad. De ellos, el más importante, el 
que requiere una evaluación más precisa, es el argumento distributivo. 
 
El principal impacto negativo de los IEA se suele identificar con sus consecuencias sobre la distribución 
de rentas. La incidencia distributiva de estos impuestos depende de las pautas de consumo de los 
contribuyentes, de la fórmula de gravamen utilizada y el nivel de desarrollo de la jurisdicción sometida. 

 
1 Hasta hoy el Acuerdo de París ha sido ratificado por 186 países y la Unión Europea (UN, 2019). 
2 En los últimos meses el Parlamento Europeo ha defendido un aumento sustancial de los compromisos de reducción de 
emisiones de GEI. Por su parte, la nueva Comisión Europea ha puesto a la lucha contra el cambio climático en el centro de 
sus prioridades (European Green Deal) y por ello propone un 50% de reducción de emisiones de GEI y, de ser posible, un 
55% en 2030 con respecto a 1990 (véase von der Leyen, 2019). 
3 En la actualidad existen 56 programas de precios de carbono en el mundo (frente a los 47 en 2018, 19 en 2010 o tan solo 7 
en 2000), pero solo el 20% de las emisiones globales de GEI están cubiertas por éstos, y únicamente un 5% utilizan un precio 
a un nivel consistente con alcanzar los objetivos de temperatura de París (World Bank, 2019a). Este precio compatible con el 
Acuerdo de París se situaría entre 40-80 US$/tCO2 en 2020 y entre 50-100 US$/tCO2 en 2030 (CPLC, 2017). Por su parte, el 
Fondo Monetario Internacional estima que un precio creciente del carbono hasta alcanzar los 75 US$/tCO2 en 2030 permitiría 
lograr el objetivo de París si se aplica globalmente y se combina con políticas de inversión y otras medidas para las emisiones 
no fósiles (IMF, 2019). 
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Ni con todas las fórmulas impositivas, ni con todos los consumos, ni en todos los países, la aplicación de 
IEA causa los mismos impactos distributivos4. Pero, en general, los costes de la energía necesarios para 
cubrir las necesidades básicas representan una mayor proporción del gasto de los hogares de baja renta.  
 
La aceptación social de los IEA requiere especial cuidado en estimar y compensar estas pérdidas a 
determinados grupos de población. La compensación es posible5 (Klenert et al, 2018) y puede ser flexible, 
de manera que mantenga la distribución previa de renta e incluso la mejore por tramos. Para el caso 
español, con una IEA sustancialmente por debajo de los países de nuestro entorno, esta condición es 
especialmente relevante. Porque la transición hacia una economía descarbonizada obligará a aplicar un 
incremento importante en estos impuestos durante los próximos años y ello solo sea viable si se es capaz 
de anticipar y compensar los impactos negativos asociados. 
 
Este es el contexto que motiva este trabajo. Su objetivo es evaluar en detalle los impactos sobre la 
distribución de la renta de los hogares españoles de un conjunto de propuestas de reforma de los IEA 
formuladas en Gago et al. (2019; 2020). A ese efecto, después de ubicar esta alternativa regulatoria en 
el contexto general y español, el artículo comienza considerando los distintos efectos distributivos 
asociados a las políticas climáticas en forma de precios para discutir después posibles medidas 
compensatorias. Nuestro ejercicio empírico centra su atención en el transporte, el sector con mayor peso 
en las emisiones españolas de GEI (27% en 2018), con un aumento del 2,7% respecto al año anterior. 
Más del 92% de estas emisiones correspondieron al transporte por carretera, por lo que pondremos 
énfasis en los efectos del aumento de la fiscalidad sobre los carburantes de automoción. Las emisiones 
del sector de la aviación tienen un peso menor (6,4% del total de emisiones, incluyendo la aviación 
internacional), pero han experimentado un fuerte incremento en los últimos años que se espera que 
continúe en el futuro si no se adoptan medidas (Ministerio para la Transición Ecológica 2019a). Esto 

 
4 Los impuestos que gravan los vehículos privados y los carburantes son generalmente menos regresivos que los que se 
aplican sobre el consumo de electricidad y energía para calefacción en los hogares, especialmente en los países en vías de 
desarrollo (De Mooij et al, 2012). De hecho, en casi toda América Latina la fiscalidad sobre carburantes de automoción puede 
tener un impacto neutro e incluso positivo en términos distributivos (Peters, 2012; Labeaga et al.,2018). 
5 Las compensaciones podrían aplicarse de diversas maneras. La fórmula más inmediata sería la utilización de vales o 
cheques para compensar a los hogares más pobres, lo que evitaría impactos negativos sobre los mismos sin perder el 
incentivo a consumir (y emitir) menos que genera el mayor precio de la energía. Otras alternativas podrían ser diseñadas a 
través del IRPF, por ejemplo modificando el mínimo exento o adaptando la estructura de tramos a las decilas de renta 
compensables, o incorporando una deducción específica condicionada por renta y de carácter reembolsable. En general, la 
literatura muestra que, si se opta por una devolución mediante transferencias de suma fija, los grupos de menor renta serán 
los más favorecidos, de modo que se lograría una situación más progresiva pero menos eficiente por la reducción de la renta 
disponible global. En cambio, si la recaudación adicional es utilizada para reducir cotizaciones sociales se incrementaría la 
renta disponible del conjunto de hogares a costa de una peor distribución entre grupos. 
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justifica nuestro análisis adicional, incluyendo sus efectos distributivos, de un hipotético impuesto sobre 
los billetes de avión.  
 
El trabajo está organizado en seis epígrafes, incluyendo esta introducción. En el segundo se analiza la 
importancia de los IEA para la transición ecológica, poniendo énfasis en la anómala situación española. 
En el tercer epígrafe se estudian los problemas distributivos de los IEA y las alternativas para tratar de 
compensarlos. En el cuarto se presentan distintas variantes de IEA sobre el transporte en España, que 
a continuación son evaluadas en términos recaudatorios, de emisiones y de distribución de la renta, 
considerando distintas alternativas para compensar los impactos distributivos negativos. Finalmente, el 
sexto epígrafe resume las principales conclusiones implicaciones que derivan de estos resultados.  
 
 
2. Impuestos energético-ambientales y transición ecológica 
 
2.1. Fundamentos y contexto internacional 

 
Si bien existen distintas alternativas regulatorias para abordar los problemas ambientales (véase 
Labandeira et al, 2007), los impuestos presentan una serie de ventajas que los convierten en un 
instrumento especialmente adecuado. Desde un punto de vista estático, actúan como un precio por 
contaminar y permiten internalizar los daños ambientales minimizando los costes totales de alcanzar el 
objetivo ambiental (véanse Fullerton, 2001; Stavins, 2003). Desde una perspectiva dinámica, los 
impuestos proporcionan incentivos continuos a la reducción de la contaminación, incitando a los agentes 
a realizar inversiones en tecnologías y procesos productivos más limpios que les permitan reducir su 
nivel de contaminación y, de esta forma, pagar menos impuestos en el futuro (véase Requate, 2005). 
 
Los impuestos ambientales tienen especial importancia en el sector energético, donde la intervención 
pública es fundamental para corregir las externalidades ambientales. Muchos de los problemas 
ambientales a los que nos enfrentamos en la actualidad están directa o indirectamente relacionados con 
la extracción, producción, transporte y/o consumo de productos energéticos (véanse Gago et al, 2014b; 
Ecofys, 2014; Rabl y Spadaro, 2016; van Essen, 2019). En el caso del cambio climático, las actividades 
del sector energético constituyen la fuente fundamental de emisiones de GEI: el 79% de las emisiones 
en la Unión Europea (77% en el caso español) se originaron en dicho sector durante 2017 (Eurostat, 
2019b). Sin embargo, los impuestos aplicados sobre la energía tienen habitualmente un nivel por debajo 
del que sería conveniente desde un punto de vista ambiental, sin que haya habido modificaciones 
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importantes en los últimos años6 (OECD, 2019b). Su perfil ha estado tradicionalmente asociado a motivos 
recaudatorios, ya que los productos energéticos presentan, en general, una baja elasticidad precio (véase 
Labandeira et al, 2017), y ello los ha convertido en una fuente elevada y estable de ingresos para el 
sector público Así, en 2017 los impuestos energéticos (principalmente sobre carburantes de automoción) 
representaron el 4,7% de la recaudación impositiva en los países de la UE y el 1,8% de su PIB7 (European 
Commission, 2019a).  
 
No obstante, algunos países han ido introduciendo factores ambientales en la estructura de los impuestos 
energéticos convencionales para incrementar su capacidad de influir sobre las conductas 
ambientalmente nocivas, dando lugar así a los denominados IEA. Otros, además, han utilizado los IEA 
como parte de paquetes de reforma fiscal más amplios, las conocidas como Reformas Fiscales Verdes 
(RFV), caracterizadas por la introducción de estos impuestos y el reciclaje de su recaudación para reducir 
o eliminar otros impuestos más distorsionantes, en un contexto de neutralidad recaudatoria (véase Gago 
y Labandeira, 1999; Gago et al, 2016; Gago et al, 2019)8. Estas reformas se empezaron a introducir en 
los países escandinavos a principios de la década de los noventa, mediante el establecimiento de IEA 
potentes y el reciclaje de su recaudación a través de reducciones en el impuesto sobre la renta personal. 
Posteriormente, a finales de esa misma década se inició una segunda generación de RFV, caracterizada 
por la elevación de los impuestos tradicionales sobre la energía y el reciclaje vía reducción en las 
cotizaciones sociales. En los últimos años, algunos países están llevando a cabo RFV de tercera 
generación que, a diferencia de las anteriores, se caracterizan por un uso más flexible y heterogéneo de 
la recaudación, adaptado al nuevo contexto económico y a las necesidades derivadas de la transición 
energética (véase Gago et al, 2016), destinando en muchos casos la recaudación a paliar los impactos 
distributivos negativos asociados al uso de IEA9 y que tomaremos como referencia en nuestro ejercicio 
empírico.  

 
6 De todos modos, en los últimos años en el sector del transporte por carretera los tipos impositivos efectivos sobre el carbono 
se han incrementado sustancialmente e incluso algunos países han extendido el gravamen del carbono a las emisiones de 
otros sectores (OECD, 2019b). 
7 En Australia, EE.UU o Japón estos impuestos representaron en 2016, respectivamente, el 6,4%, 2,6% y 4,5% de la 
recaudación y el 1,8%, 0,7% y 1,4% en términos de PIB, mientras que en China supusieron en 2015 (último año disponible) 
el 3,6% de la recaudación y el 0,7% del PIB (OECD, 2019a). Si nos centramos en los precios del carbono existentes a nivel 
mundial, su recaudación conjunta en 2018 ascendió a aproximadamente 44.000 millones de US$, más de la mitad generados 
por impuestos sobre el carbono, con un aumento de un 25% respecto al ejercicio anterior y que se espera que continúe 
aumentando en el futuro (World Bank, 2019a). 
8 Los fundamentos teóricos para la introducción de RFV se encuentran en la denominada teoría del “doble dividendo”, 
ambiental y económico, de los impuestos ambientales (Goulder, 1995). 
9 Así, en Suiza existe un impuesto sobre las emisiones de CO2 que redistribuye cerca de dos tercios de su recaudación a 
hogares y empresas (FOEN, 2019); Francia destina la mayor parte de la recaudación de su impuesto sobre el carbono a la 
financiación de un crédito fiscal para la competitividad y el empleo (Government of France, 2017), utilizando también parte de 
la recaudación para proporcionar asistencia financiera a los hogares de baja renta en relación con sus facturas energéticas 
(World Bank, 2019a); mientras que el precio al carbono introducido por Australia en 2012 (y suprimido en 2014) destinaba 
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2.2. La anomalía española 

 
Aunque los IEA se están convirtiendo en instrumentos centrales de las estrategias de transición a 
economías descarbonizadas en muchos países avanzados, España ha tenido una actitud refractaria 
hacia su uso, basándose en supuestos efectos negativos sobre la competitividad y el crecimiento de la 
economía (Labandeira et al, 2009). A pesar de que la evidencia empírica existente para España muestra 
que los IEA permitirían generar ingresos públicos significativos, con efectos macroeconómicos reducidos 
e impactos distributivos moderados (véanse Gago et al, 2014a, 2019), su papel ha sido hasta el momento 
poco relevante en el sistema fiscal español.  
 
El desinterés mostrado por el gobierno central fue aprovechado por las CC.AA. para introducir IEA 
propios, pero la valoración de estas figuras en términos ambientales y económicos ha sido generalmente 
negativa (véase Gago y Labandeira, 2014; Gago et al, 2014b; CERSTE, 2014; OECD, 2015, Montes, 
2019). Su introducción ha respondido habitualmente a razones recaudatorias y no a objetivos 
ambientales y, por ello, en general, estos impuestos no definen la externalidad de forma adecuada, no 
estiman apropiadamente los costes sociales, presentan problemas de asignación jurisdiccional, tienen 
una capacidad limitada para lograr cambios en los comportamientos y, además, existe entre ellos una 
clara falta de coordinación entre gobiernos. 
 
Lo precedente explica la menor importancia de los IEA españoles respecto a los países de su entorno 
socio-económico10. De considerar los principales productos energéticos, tanto para uso residencial como 
industrial, la proporción de los impuestos en su precio final es inferior a la media de los países de la UE 
que forman parte de la OCDE (IEA, 2019). Por ello no es de extrañar que distintos organismos 
internacionales (IEA, 2015; OECD, 2015, 2018; European Commission 2017; IMF 2018), así como 
comisiones de expertos creadas por el propio gobierno español (CERSTE, 2014; CERMFA, 2017; 
CERSFL, 2017; CETE, 2018) hayan recomendado de forma insistente el incremento sustancial de estas 
figuras. 
 

 
parte de su recaudación a incrementar los beneficios de los hogares y apoyar el empleo en las industrias más afectadas 
(Australian Government, 2011). En el caso de Canadá, el gobierno federal introdujo en 2018 un marco de referencia para 
gravar el carbono, permitiendo que las distintas provincias y territorios tuviesen flexibilidad para diseñar su propia política y 
uso recaudatorio (Government of Canada, 2016), en muchos casos destinado parcial o totalmente a compensaciones a 
hogares (World Bank, 2019a). 
10 Así, en 2017 estas figuras representaron el 4,5% de la recaudación impositiva española y el 1,5% de su PIB, frente al 4,7% 
y al 1,8%, respectivamente, de media en la UE (European Commission, 2019a). Cifras que se elevan hasta el 1,9% del PIB 
en el caso de la UE-15 y el 2% de media en los principales países europeos (Alemania, Francia, Italia y Reino Unido); y hasta 
el 4,8% de la recaudación en ambos casos. 
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3. Fiscalidad energético-ambiental, consecuencias distributivas y compensación 
 
Como ya avanzamos, uno de los principales impactos negativos de la fiscalidad energético-ambiental se 
identifica con sus efectos sobre la distribución de la renta de los hogares11. Debido a diferencias en la 
renta, condiciones de vida, preferencias y patrones de consumo, los distintos grupos socioeconómicos 
reaccionan de forma diferente ante la introducción de estos impuestos. Así, en general, los costes de la 
energía representan una mayor proporción del gasto en los hogares de baja renta, que tienden a 
consumir más productos intensivos en energía para cubrir sus necesidades básicas y con limitadas 
posibilidades de sustitución, por lo que soportarán una carga fiscal relativamente mayor (Wang, 2016). 
Además, estos hogares tienen mayores restricciones de endeudamiento para adquirir bienes duraderos 
más eficientes que les permitan reducir su consumo energético (Zachmann et al, 2019). Asimismo, si se 
tiene en cuenta la riqueza de los hogares, los impactos regresivos de los IEA serán mayores 
(especialmente para la gente joven) porque la riqueza está mucho más concentrada que la renta (Teixidó 
y Verde, 2017). 
 
En cualquier caso, otros factores no necesariamente relacionados con el nivel de renta o riqueza familiar 
también influirán sobre el impacto distributivo de los IEA, como la zona de residencia, el tipo de vivienda, 
el tamaño del hogar o la disponibilidad de alternativas de transporte público. En general, los impactos de 
estos impuestos pueden ser particularmente elevados para los hogares que viven en zonas poco 
pobladas y que exigen grandes desplazamientos, en áreas que no disponen de infraestructuras de 
transporte público o tienen un mix eléctrico muy intensivo en carbono, que habitan en casas ineficientes 
o que se enfrentan a condiciones climáticas más extremas (Carl y Fedor, 2016). 
 
El impacto distributivo dependerá también del producto energético considerado. Así, los impuestos sobre 
el transporte relacionados con la energía son generalmente menos regresivos que los aplicados sobre la 
electricidad o los combustibles de calefacción (Ekins y Speck, 2011; De Mooij et al, 2012; Flues y 
Thomas, 2015), ya que los hogares de las decilas de renta más bajas gastan en media una menor 
proporción de su renta en combustibles de transporte, al ser menos probable que posean coche, por lo 
que su impacto puede ser incluso progresivo (Rausch et al, 2010; Sterner, 2012; Renner et al, 2018). Sin 
embargo, los impuestos sobre el transporte pueden tener impactos sobre la desigualdad regional, ya que 
los hogares en zonas rurales generalmente gastan una mayor proporción de su renta en carburantes, 

 
11 En este artículo nos centramos en los impactos a corto y medio plazo, si bien también es importante tener en cuenta los 
efectos distributivos sobre las generaciones futuras (véase Svenningsen y Thorsen, 2020). 
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debido a las mayores distancias y la menor disponibilidad de transporte público (Titheridge et al, 2014). 
Por otra parte, los impuestos sobre el transporte aéreo tienen un impacto progresivo, ya que es un modo 
de transporte utilizado desproporcionadamente más por los hogares de alta renta (Zachmann et al, 2019), 
si bien al encarecer relativamente más los billetes de las compañías de bajo coste el impacto podría 
cambiar de signo (Falk y Hagsten, 2019).  
 
Otro factor importante para determinar el impacto distributivo es el grado de desarrollo del país, al ser 
más probable que la IEA sea progresiva en los países en desarrollo porque sus hogares pobres tienden 
a gastar una menor proporción de su renta en productos contaminantes (Heine y Black, 2019). Este 
efecto, en el caso de los países ricos, puede verse exacerbado por la (creciente) desigualdad en la 
distribución de la distribución de la renta (Andersson, 2019).  
 
Ya hemos apuntado los importantes ingresos públicos de la IEA, cuyo uso puede dedicarse a diversos 
fines. En realidad, los efectos distributivos de la fiscalidad energético-ambiental dependerán críticamente 
de cómo se use la recaudación generada, haciendo que el reciclaje de la recaudación sea un elemento 
esencial de cualquier propuesta fiscal (Pomerleau y Asen, 2019). Las primeras RFV, como apuntó la 
sección 2.1, apostaban por la neutralidad recaudatoria mediante reducción de otros impuestos 
distorsionantes y en general permitían minorar los impactos macroeconómicos de los IEA aunque a costa 
de impactos regresivos (De Bruin et al, 2019). En cualquier caso, el impacto dependerá del impuesto que 
se reduzca en la RFV: los impuestos sobre las rentas del trabajo tienden a ser progresivos, ya que los 
individuos de bajos ingresos están generalmente exentos de pago por lo que una reducción del impuesto 
sobre la renta personal perjudica a los hogares de baja renta. Por el contrario, una reducción en el IVA 
(que tiende a ser regresivo, ya que los consumidores de bajos ingresos tienden a gastar una mayor 
proporción de su renta) podría compensar los impactos distributivos negativos (World Bank, 2019b). Sin 
embargo, la reducción del IVA sobre los productos energéticos (y por tanto de su precio) puede afectar 
negativamente a los incentivos al ahorro y conservación de energía (Zachmann, 2019). Por otra parte, si 
la recaudación se destina a reducir el impuesto de sociedades el impacto será regresivo, ya que 
beneficiará principalmente a los hogares más ricos (Pomerleau y Assen, 2019). 
 
La principal forma de abordar los problemas distributivos asociados a los IEA es mediante transferencias 
directas, bien universales, bien dirigidas a los hogares de baja renta12. En este último caso, la evidencia 
empírica sugiere que solo sería necesaria una pequeña parte de la recaudación para fijar 

 
12 En ambos casos, las transferencias pueden efectuarse per cápita o utilizando alguna escala de equivalencia,  
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compensaciones con resultados distributivos positivos (véase Vivid Economics, 2012; Morris y Mathur, 
2014; Dinan, 2015; Berry, 2018). Además, estas políticas tienden a ser populares en amplios sectores 
de la sociedad (Carattini et al, 2018) y, dado que generalmente se realizan en efectivo o se incorporan a 
los sistemas existentes, sus costes administrativos son relativamente bajos y resultan coste-efectivas 
(World Bank, 2019b)13. 
 
Alternativamente, si no existe un impacto desproporcionado sobre los hogares de baja renta o si la 
determinación de los hogares afectados no es sencilla desde un punto de vista administrativo, se podrían 
utilizar compensaciones universales. Estas transferencias pueden parecer contra-intuitivas al compensar 
también a los hogares ricos, pero son progresivas debido a que la compensación representa una mayor 
proporción de la renta en los hogares de baja renta. Además, dado que en términos absolutos los hogares 
pobres gastan menos en consumo energético que los hogares ricos, es probable que la transferencia 
que reciben los hogares pobres sea mayor que el incremento en sus costes como consecuencia del 
impuesto (Carattini et al, 2018). Otro argumento a favor de este tipo de transferencias es su estabilidad 
política porque, una vez establecidas, no será fácil eliminarlas por sus beneficios a lo largo de todo el 
espectro electoral (Carl y Fedor, 2016; Schultz y Halstead, 2018; Marten y van Dender, 2019)14.  
 
Asimismo, la recaudación puede utilizarse para financiar programas que subsidien mejoras en la 
eficiencia energética y ayuden a los hogares a reducir su uso energético y costes (CPLC, 2016). Sin 
embargo, estos subsidios son generalmente regresivos porque solo los hogares de alta renta cuentan 
con capital para invertir en activos nuevos bajos en carbono15. Así, es probable que los subsidios para 
inversiones eficientes energéticamente en el sector de la edificación beneficien principalmente a los 
hogares de alta renta que posean vivienda y cuenten con medios para rehabilitarla (Zachmann, 2019). 
Por su parte, los subsidios a los vehículos limpios beneficiarán a aquellos hogares que puedan permitirse 
un vehículo en propiedad, además de estimular la compra y utilización de vehículos privados por la 

 
13 Este tipo de transferencias pueden ser difíciles de diseñar de forma efectiva sin crear incentivos perversos. Así, por una 
parte, la determinación de los hogares más afectados puede depender de criterios geográficos y no solo de la renta; mientras 
que, por otra parte, si solo los hogares debajo de un umbral reciben la transferencia, los hogares cercanos al umbral podrían 
tener un incentivo a reducir sus rentas para lograr las transferencias. Para evitar estos problemas se podrían incluir otros 
criterios además de la renta para determinar los hogares que reciben las transferencias, así como utilizar transferencias 
variables en función de la renta. De todos modos, si el sistema es hace muy complejo para evitar estos incentivos perversos, 
los hogares más pobres podrían tener menor capacidad para participar (Zachmann et al, 2019). 
14 Es conveniente, en cualquier caso, que el importe de las transferencias se vaya reduciendo con el paso del tiempo para 
incentivar a los hogares a adaptarse a una economía baja en carbono, ya que en caso contrario podrían percibirse como 
ingreso más y destinarse a otras finalidades. 
15 Un problema adicional es la existencia de free-riders, es decir, que los subsidios vayan a parar a hogares que ya habrían 
adoptado medidas de eficiencia energética debido al impuesto. En este caso el subsidio acabaría siendo una transferencia, 
en lugar de inducir reducciones adicionales de emisiones (Marron y Morris, 2016). 
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expansión de flota asociada a los incentivos a hogares de rentas altas (ilustrado para Noruega en 
Holtsmark y Skonhoft, 2014). Para evitar estos impactos negativos tanto en términos de eficiencia como 
de equidad, sería conveniente limitar los subsidios a los hogares de baja renta y, en el caso de los 
vehículos, vincularlos a la retirada de la circulación de otro vehículo contaminante16.  
 
Las recientes protestas en Francia contra el incremento previsto en el impuesto sobre el carbono y sus 
implicaciones sobre los precios de los carburantes, o en Chile y Ecuador por los aumentos en los costes 
de transporte, muestran que existen problemas graves de desigualdad social que van mucho más allá 
de los impactos distributivos de los IEA. De hecho, en las últimas décadas la desigualdad de ingresos y 
riqueza se ha incrementado en prácticamente todos los países del mundo, al mismo tiempo que se redujo 
de forma generalizada la capacidad de los gobiernos para abordar la desigualdad (Alvaredo et al, 2018).  
Además, como se indicó anteriormente, existe una correlación elevada entre la desigualdad y el impacto 
regresivo de los IEA (Andersson, 2019). Por tanto, parece conveniente una reforma fiscal integral en la 
que la recaudación de la fiscalidad energético-ambiental forme parte de paquetes distributivos mucho 
más amplios. En este sentido, la recaudación de una reforma fiscal integral se podría destinar a los 
hogares de bajos ingresos para abordar problemas de equidad no necesariamente asociados a consumo 
bajos en carbono (CPLC, 2016; Carattini et al, 2018).  
 
Es importante, finalmente, apuntar dos asuntos cruciales para un funcionamiento adecuado de las 
compensaciones distributivas. En primer lugar su saliencia, esto es, la capacidad para ser percibido por 
los agentes e incrementar así la efectividad y viabilidad de la política. Dado que los incrementos en los 
impuestos sobre la energía generalmente van acompañados de una gran cobertura mediática que los 
hace muy salientes (véase Davis y Kilian, 2011; Li et al, 2014), es fundamental que el mecanismo utilizado 
para compensar sus impactos distributivos también lo sea17, lo que dependerá de una buena estrategia 
de comunicación que explique las consecuencias distributivas a los consumidores. Asimismo, la 
confianza en el gobierno y en su capacidad para gestionar los ingresos fiscales de un modo transparente, 
justo y efectivo es clave para la aceptabilidad de las políticas ambientales basadas en los impuestos 

 
16 También pueden utilizarse subsidios para opciones bajas en carbono, como el transporte público o la renovación de las 
viviendas sociales, que son más utilizadas por los hogares pobres (Carattini et al, 2018; Zachmann et al, 2019). Y otra 
alternativa compensatoria sería devolver los ingresos de los IEA mediante reducciones en los precios de la electricidad o en 
los impuestos sobre los carburantes. Este sistema permitiría compensar a los hogares por los incrementos en los costes de 
la energía pero eliminaría la señal efectiva del precio de la contaminación, el objetivo principal de la política (Carl y Fedor, 
2016). La recaudación puede utilizarse también para ayudar a los trabajadores de determinadas industrias o regiones 
significativamente afectadas por la transición energética, a través de la mejora de sus habilidades ante a las necesidades de 
una economía baja en carbono (CLCP, 2016; IMF, 2019). 
17 Poe ejemplo, las transferencias pueden ser muy salientes si se pagan directamente a los hogares y a intervalos regulares 
(Klenert et al, 2018; Schultz y Halstead, 2018). 



11 
 

(Hammar y Jagers, 2006; Klenert et al, 2018, Criqui et al, 2019). La introducción de IEA es más difícil 
cuando la confianza en el gobierno es baja, lo que limita las opciones de uso de la recaudación, reduce 
el espacio para la reforma fiscal e incrementa las exigencias de transferencias de suma fija (Marten y 
van Dender, 2019).  
 
 
4. Corrigiendo la anomalía fiscal española: aspectos distributivos 
 
Como se avanzó en la introducción, este trabajo pretende contribuir en dos áreas. En primer lugar, 
apuntando actuaciones prioritarias para corregir la anomalía española en el uso de IEA a que nos 
referimos en apartados precedentes. Por ello los tributos simulados se centran en el ámbito del transporte 
ante sus importantes impactos ambientales (el mayor contribuyente a las emisiones españolas de GEI 
en 2018) y evolución prevista en los próximos años, además de por encontrarse la IEA aplicada sobre 
este sector alejada de los valores habituales en los países de nuestro entorno o por la necesidad de 
solucionar las lagunas impositivas en el caso de la aviación (véase, para más detalles, Gago et al., 2020). 
Un segundo objetivo del trabajo es suministrar información detallada sobre los impactos distributivos de 
las figuras propuestas así como apuntar posibles mecanismos compensatorios. A ese efecto 
consideraremos tres reformas: un aumento de los impuestos sobre los carburantes de automoción que 
permitan revertir el aumento de las emisiones del transporte en 2018, último año del que contamos con 
datos; una subida más considerable de los impuestos sobre diésel y gasolina hasta aproximarlos a 
niveles de los principales países de la UE; y la creación de un impuesto sobre los billetes de avión. 
 
4.1. Intensificación de la tributación sobre diésel y gasolina 

 
Como se indicó anteriormente, los impuestos sobre los carburantes en España se encuentran por debajo 
de la media europea. Teniendo en cuenta las importantes externalidades, no solo ambientales, asociadas 
al transporte por carretera (véanse Maibach et al, 2008; van Essen, 2011, 2019; Korzhenevych et al, 
2014), así como las necesidades recaudatorias del gobierno español, parece aconsejable una importante 
reforma de la fiscalidad aplicada sobre el transporte rodado. 
 
En este contexto, hemos considerado dos alternativas de reforma de la fiscalidad sobre los carburantes 
de automoción. La propuesta del IMF (2019) mencionada en la introducción (75 €/tCO2) estaría en un 
punto intermedio entre ambas. Así, teniendo en cuenta que en 2018 las emisiones del sector del 
transporte por carretera se incrementaron un 2,6% (Ministerio para la Transición Ecológica, 2019a), en 
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primer lugar (Simulación 1) se considera un incremento impositivo que iguale las accisas españolas de 
gasolina y diésel18 y las eleve hasta conseguir una reducción de emisiones del 2,6% (véase Tabla 1). De 
esta manera se compensa el incremento anual de las emisiones sectoriales con un incremento impositivo 
no demasiado elevado. Alternativamente (Simulación 2), dado el bajo nivel relativo de la fiscalidad sobre 
los carburantes de automoción, se simula un aumento de los tipos impositivos (igualados según 
carburante) hasta el nivel medio de la gasolina en los principales países europeos (Alemania, Francia, 
Italia y Reino Unido). 
 
Tabla 1. Tipos impositivos considerados en las reformas de la fiscalidad sobre los carburantes 

 Accisa en 
2018 

Simulación 1 Simulación 2 
Accisa Variación (%) Accisa Variación (%) 

Gasolina 95 0,461 0,509 10,4% 0,680 47,4% 
Diésel 0,367 0,509 38,7% 0,680 85,2% 

Fuente: IEA (2019) y elaboración propia 

 
4.2. Impuesto sobre la aviación 

 
En los últimos años, el transporte aéreo ha experimentado un fuerte crecimiento (ICAO, 2019b) y se 
prevé que continúe aumentando, con proyecciones que indican que se duplicará en los próximos 15-20 
años (véase Airbus, 2018; IATA, 2018). Dadas las importantes externalidades asociadas al transporte 
aéreo (veáse van Essen et al, 2019), si no se adoptan medidas los costes externos de la aviación se 
dispararán en los próximos años (véase Erbach, 2018).  Estas externalidades no están incluidas en el 
precio de los billetes de avión, con excepción del CO2, cuyos efectos externos están parcialmente 
cubiertos con el SECE (Sistema Europeo de Comercio de Emisiones)19 y CORSIA a partir de 202120. 
Además, el transporte aéreo goza de un régimen fiscal único caracterizado por un bajo nivel de 
imposición al estar exento de accisa sobre carburantes e IVA (excepto en los vuelos domésticos, en los 
que aplica un IVA del 10% en España). 

 
18 A pesar de que los vehículos diésel presentan mayores niveles de emisiones por litro tanto de GEI como de contaminantes 
locales, en la actualidad el tipo impositivo del impuesto sobre hidrocarburos del diésel de automoción es menor que el de la 
gasolina. 
19 Las emisiones de CO2 de la aviación se incluyeron en el SECE a partir de su tercera fase (2012-2020). Sin embargo, su 
aplicación a los vuelos con salida o llegada en un aeropuerto fuera del Espacio Económico Europeo (que suponen el 75% de 
las emisiones, Adolf y Röhrig, 2016) se suspendió para permitir el desarrollo de un mecanismo comparable de alcance global 
y para evitar conflictos con los socios comerciales internacionales (Erbach, 2018). 
20 El Carbon Offsetting and Reduction Scheme for International Aviation (CORSIA), desarrollado por la Organización 
Internacional de Aviación Civil de Naciones Unidas (ICAO), es un mecanismo de mercado que utiliza unidades de emisión del 
mercado de carbono para compensar las emisiones de CO2 que no se pueden reducir mediante el uso de mejoras tecnológicas 
y operativas, y combustibles sostenibles, con el objetivo de que el sector no incremente sus emisiones de carbono a partir de 
2020 (véase ICAO, 2019a).  
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En este contexto, parece necesaria la introducción de un impuesto sobre la aviación al existente en otros 
países (véase Government of Netherlands, 2019) que permita moderar el crecimiento de la demanda y 
contener las importantes externalidades asociadas, al mismo tiempo que se equilibra su tratamiento fiscal 
respecto a otros modos de transporte21. Dadas las complicaciones legales y operativas para introducir 
impuestos sobre los carburantes o el IVA (habría que renegociar muchos acuerdos bilaterales), la mejor 
alternativa para gravar el transporte aéreo de forma inmediata sería un impuesto sobre los billetes de 
avión con objetivos prioritarios de moderación de demanda en el corto plazo (si bien lanzaría incentivos 
a la adopción de nuevas tecnologías y aproximaciones por el lado de la oferta). Para evitar tipos 
impositivos discrecionales, consideramos en primer lugar la introducción de un impuesto sobre las 
emisiones de CO2 a un tipo de 50€/t (Simulación 3) que permitiría aproximar la fiscalidad de la aviación 
a la de otros tipos de transporte. No obstante, la aviación también ocasiona importantes emisiones de 
otros contaminantes, de modo que el efecto sobre el cambio climático de la aviación es 1,3-1,4 veces 
mayor22 que el impacto de sus emisiones de CO2. Por tanto, también se evalúa la introducción de un 
impuesto sobre todas las emisiones de la aviación de 50€/t de CO2 equivalente (Simulación 4). 
 
Teniendo en cuenta que una parte importante de las emisiones de los aviones (generalmente el 10%) se 
producen durante la actividad en el aeropuerto y el despegue y aterrizaje (ciclo LTO) (IPCC, 2006), 
impuesto simulado tendrá dos partes, una fija por vuelo (correspondiente a las emisiones durante el ciclo 
LTO) y otra variable en función de la distancia (cobertura de emisiones durante la fase de crucero). La 
Tabla 2 muestra los tipos impositivos empleados en cada una de las simulaciones anteriores. 
 

Tabla 2. Tipos impositivos considerados sobre los billetes de avión 
 Tipo de vuelo LTO Crucero 

Simulación 3 Doméstico 0,645 € 0,482 cent€/km 
Internacional 0,817 € 0,442 cent€/km 

Simulación 4 Doméstico 1,193 € 0,892 cent€/km 
Internacional 1,511 € 0,817 cent€/km 

Fuente: Elaboración propia 

 
 

 
21 Además, la introducción de un impuesto sobre la aviación complementaría los instrumentos existentes. Así, en contraste 
con CORSIA, estos instrumentos permitirían reducciones directas de emisiones en el sector de la aviación en lugar de basarse 
en créditos de carbono de proyectos compensatorios de cuestionable adicionalidad. Con respecto al SECE, el nuevo 
mecanismo de anulación (European Council, 2017) proporciona adicionalidad a las iniciativas nacionales. Así, si un 
instrumento nacional para la aviación da lugar a menores emisiones de carbono, mayor será la cantidad de derechos que se 
puede anular. Asimismo, ni el SECE ni CORSIA cubren las emisiones que no son de CO2 (Larsson et al, 2019). 
22 Esto no incluye las nubes inducidas por la aviación, que pueden incrementan el factor hasta 1,7-2 (Lee et al, 2009; Azar y 
Johansson, 2012). 
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4.3. Paquetes compensatorios 

 
Dado que las reformas consideradas en los anteriores apartados pueden tener un impacto negativo sobre 
la distribución de la renta de los hogares, hemos considerado distintos paquetes compensatorios para 
corregir dicho efecto (ver apartado 3.2). Así, en primer lugar, se simula una transferencia de suma fija 
per cápita de toda la recaudación impositiva procedente de los hogares23 (Paquete A). Alternativamente 
se considera un esquema de compensación, mediante transferencias de suma fija limitadas a los hogares 
de las cinco decilas de renta más baja, que permitan que el conjunto de estos hogares, en media, quede 
como estaba antes de la reforma (Paquete B). En el caso de la aviación, dado que la reforma 
incrementará la renta de todos los hogares al provocar una reducción en su gasto (véase apartado 4.3), 
consideraremos la transferencia de toda la recaudación a los hogares de las cinco primeras decilas para 
evitar que el impuesto los expulse del uso de transporte aéreo. Finalmente, la última opción 
compensatoria amplía los objetivos de la reforma, con la finalidad de combinar la compensación de la 
carga fiscal adicional y la reducción de la pobreza (Paquete C). Para ello, consideramos un objetivo de 
reducción del 10% en la tasa de pobreza24, definida como el porcentaje de hogares viviendo por debajo 
de la línea de pobreza (Foster et al, 1984), considerando como línea de pobreza el 60% de la renta 
equivalente mediana (Heindl, 2015)25. Para lograr este objetivo, se consideran transferencias de suma 
fija a los hogares por debajo de la línea de pobreza. 
 
 
5. Evaluación empírica 
 
5.1. Datos y metodología 

 
En el caso del transporte por carretera, se considera el consumo de gasóleo A y gasolina 95 en España 
en 201826 (CORES, 2019), distribuyendo el consumo de gasóleo A entre el sector industrial y los 
restantes sectores a partir de la información del Ministerio para la Transición Ecológica (2019b). 
Asimismo, se utilizan los datos de precios e impuestos aplicados sobre estos productos de la Agencia 
Internacional de la Energía (IEA, 2019) para calcular la recaudación inicial derivada del Impuesto sobre 

 
23 Asumimos que la recaudación procedente del sector industrial se destina a medidas compensatorias en dicho sector. 
24 Optamos por este objetivo porque puede alcanzarse con el uso de parte de la recaudación en la mayor parte de los casos 
(no con el impuesto sobre la aviación), pero sería posible considerar reducciones mayores. 
25 Con el fin de mantener la sencillez del ejercicio y a efectos comparativos con otros estudios, hemos optado por esta 
definición común de pobreza, siendo conscientes que pueden utilizarse diferentes alternativas.  
26 No se considera en el análisis el consumo de Canarias, Ceuta y Melilla, donde no es de aplicación el impuesto sobre 
hidrocarburos. 
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hidrocarburos y el IVA. El impacto sobre el consumo de las reformas consideradas se realiza utilizando 
las elasticidades precio de la gasolina (-0,253) y el diésel (-0,201) calculadas para España por Labandeira 
et al (2016) en un meta-análisis de la literatura. Con los nuevos consumos, precios e impuestos 
resultantes de la reforma se obtiene la recaudación final, utilizando los factores de emisión del Ministerio 
para la Transición Ecológica (2019c) para transformar la energía consumida en emisiones de CO2. 
 
En el caso de la aviación, se considera el número de pasajeros en avión con salida de España en 2018, 
distinguiendo entre vuelos domésticos e internacionales (Eurostat, 2019a). Asimismo, se utiliza la 
Encuesta de Turismo de Residentes (INE, 2019b), para determinar la parte de esos viajes que 
corresponde a los hogares, así como el precio medio del billete de avión. Para determinar el impacto 
sobre la demanda de las reformas consideradas se utiliza las elasticidades-precio de los vuelos 
domésticos (-1,4) e internacionales (-0,93) calculadas, respectivamente por Sainz-González et al (2011) 
e IATA (2008). Para los viajes que no son del sector residencial se aplica una corrección sobre la 
elasticidad de 0,552, siguiendo a European Commission (2019b). 
 
Para determinar el tipo impositivo a aplicar se calculan las emisiones medias por pasajero, distinguiendo 
entre vuelos domésticos/internacionales y ciclo LTO/crucero, a partir de la información del Ministerio para 
la Transición Ecológica (2019d) y de Eurostat (2019a), y sobre estas emisiones medias se aplican los 
tipos impositivos considerados. Para expresar el tipo impositivo de la fase crucero en €/km, se divide el 
tipo impositivo en €/pasajero entre la distancia media de los vuelos domésticos e internacionales, 
calculada a partir de información del Ministerio de Fomento (2019). 
 
En todas las simulaciones, para analizar los efectos distributivos se utilizan los microdatos de 2018 de la 
Encuesta de Presupuestos Familiares (INE, 2019a), correspondiente a la última ola disponible de esta 
base de datos. Se dispone de observaciones para 21395 hogares, representativos del total de hogares 
españoles27, y se considera el gasto total del hogar como variable proxy de la renta.28 Para determinar 
el impacto distributivo de las reformas propuestas se utilizan los nuevos precios resultantes de las 
reformas propuestas y se calculan los nuevos consumos (aplicando las correspondientes elasticidades) 
y gastos de cada hogar, lo que permite determinar el impacto que la reforma tiene sobre la renta del 
hogar. Posteriormente, se aplica el factor de elevación a la población que permite calcular el efecto 

 
27 Entre la información proporcionada por el INE está el factor de elevación a la población, que indica la población total que 
representa cada hogar de la muestra y que se utiliza para proporcionar datos globales. 
28 Como en la mayoría de las encuestas a hogares, la EPF tiene un problema de error de medida en la renta que suele ser 
más acusado que el error de medida en el gasto. Además, el gasto total será, con carácter general, una mejor aproximación 
de la renta permanente del hogar. 



16 
 

poblacional medio por decilas de renta. Asimismo, como indicador del impacto distributivo de la reforma 
se utiliza la medida estándar del índice de Reynolds-Smolensky (1977). 
 

Finalmente, se estudia la relación entre la renta equivalente del hogar (	𝑌𝑒$) y la proporción que sobre 

ella representan los pagos impositivos (	𝑚𝑒$), mediante la estimación de una relación lineal (ecuación 
1) entre ambas variables. Así, el coeficiente de dicha ecuación (derivada de la proporción de los pagos 
respecto a la renta equivalente) permite establecer la relación entre ambas, de modo que si tiene signo 
positivo (negativo) indica que la ratio aumenta (disminuye) con la renta equivalente y, por tanto, la carga 
impositiva es progresiva (regresiva)29. 
 

𝑚𝑒$ = 𝑎 + 𝑏𝑌𝑒$      (1) 
 
 
5.2. Resultados de las simulaciones 

 
5.2.1. Igualación fiscal de carburantes para revertir el aumento de emisiones 

 
Para reducir las emisiones del transporte por carretera en el porcentaje en que se incrementaron en 
2018, esta reforma supondría un incremento de 0,048 €/l en la accisa aplicada sobre la gasolina y de 
0,142 €/l en la accisa que grava el diésel y provocaría una reducción del 1,1% en el consumo de gasolina 
y del 2,9% en el consumo de diésel, generando una recaudación adicional de 4.238 millones de euros 
(Tabla 3). Con respecto a sus efectos distributivos, la Tabla A1 en el Apéndice muestra su impacto medio 
sobre la renta de los hogares por decilas de renta equivalente30. Se observa que la reducción porcentual 
en la renta es creciente con el nivel de renta equivalente en las decilas de menos renta y decreciente 
para las decilas de mayor renta. El índice de Reynolds-Smolensky (-0,0001) tiene signo negativo, lo que 
indica que la reforma es regresiva. Además, la estimación de (1), proporciona una relación decreciente, 
lo que apunta a regresividad tanto para la carga impositiva inicial sobre gasolina y diésel como para la 
carga impositiva final y la carga adicional derivada de la reforma (véase Tabla A2 en el Apéndice)31. 

 
29 Evidentemente no solo miramos el signo sino también la significatividad del coeficiente de dicha regresión para caracterizar 
la reforma introducida. Sucede, por otra parte, que las reformas podrían tener diferente carácter redistributivo en diferentes 
decilas de la distribución de la renta equivalente, por lo que ajustamos una ecuación en la que también se incluye el cuadrado 
de la renta equivalente. Como la derivada de esta nueva expresión contiene la renta, se puede calcular un coeficiente diferente 
para cada hogar cuyo valor depende de la renta equivalente del hogar (véase Tabla A3 en el Apéndice)  
30 La renta equivalente del hogar tiene en cuenta el tamaño de éste corregido por las economías de escala. Para esta 
corrección se utiliza la escala OCDE: 1 + 0,7 * (Nº miembros ≥14 años-1) + 0,5 * (Nº miembros <14 años). 
31 Si se estima (1) incluyendo la renta al cuadrado, los resultados también muestran regresividad en todos los casos (véase 
Tabla A3 en el Apéndice). 
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Tabla 3. Simulación 1. Impactos sobre los productos energéticos y la recaudación 
 

Carburante 

Variación 
precio 

final (%) 

Variación 
Consumo 

(%) 

Variación 
Emisiones 

de CO2 
(%) 

 
Recaudación adicional (M euros) 

 
I. Hidrocarburos IVA Total 

Gasolina 95 4,50 -1,14 1,14 249 44 293 
Diésel no 
comercial 14,28 -2,87 -2,87 2.254 406 2.660 

Diésel 
comercial 14,28 -2,87 -2,87 1.285 - 1.285 

Total - -2,57 -2,60 3.788 450 4.238 
Fuente: Elaboración propia  

 
En resumen, la reforma propuesta tendría un impacto regresivo sobre los hogares. Pero el importante 
incremento recaudatorio podría ser utilizado, total o parcialmente, para mitigar este efecto. Las Tablas 4, 
A1 y A3 resumen las alternativas consideradas para ello. En primer lugar (Paquete A) consideramos la 
devolución de toda la recaudación adicional derivada de los hogares (gasolina 95 y diésel no comercial) 
mediante una transferencia de suma fija per cápita a todos los ciudadanos. Esta medida supondría una 
transferencia de 67,2 € por persona, con un coste total de 2.954 millones de euros, y tendría un impacto 
muy progresivo, ya que incrementaría la renta media de todas las decilas de renta equivalente excepto 
la correspondiente a los hogares más ricos, con un incremento decreciente con el nivel de renta 
equivalente. Asimismo, el índice de Reynolds-Smolensky pasaría a ser positivo, mientras que la 
estimación de (1) muestra progresividad tanto de la carga impositiva adicional (incluyendo las 
transferencias) como de la carga impositiva final neta de transferencias, por lo que la reforma propuesta 
con este paquete compensatorio no solo sería progresiva sino que permitiría que el impuesto se 
convirtiese en progresivo. Por decilas de renta (Tabla A3 en el Apéndice), con este paquete tanto la 
reforma como el impuesto serían progresivos para todas las decilas excepto en la más rica. 
 
El siguiente paquete compensatorio (paquete B) propone el reciclaje de parte de los ingresos obtenidos 
mediante transferencias de suma fija a los hogares de las cinco primeras decilas (aquellos cuya renta 
equivalente es menor de 14.053 €), de modo que, en media, el conjunto de dichos hogares permanezca 
igual que antes de la reforma. En este caso, cada hogar debería recibir 47 €, con un coste total de 407,7 
millones de euros, equivalentes al 9,6% de la recaudación adicional. El impacto de la reforma ahora sería 
en media positivo en las dos decilas de menor renta equivalente y negativo en las restantes, con una 
afectación negativa creciente con el nivel de renta equivalente hasta la sexta decila. Asimismo, el índice 
de Reynolds-Smolensky pasa a ser positivo, confirmado con el ajuste de una relación creciente entre la 
renta equivalente y la proporción en ella de los pagos impositivos netos de la reforma, lo que indica que 
este paquete compensatorio también consigue que la reforma sea progresiva. 
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Finalmente, el esquema C propone destinar las compensaciones a los hogares por debajo de la línea de 
pobreza con el objetivo de reducirla un 10%, lo que significa pasar del 16,5% calculado con los datos de 
2018 antes de la reforma al 14,9%. Para ello se utilizan transferencias de suma fija, siendo necesaria 
una transferencia de 603 € a cada hogar por debajo de la línea de pobreza, con un coste total de 1768,1 
millones de euros (41,7% de la recaudación). Si se analiza el impacto por decilas de renta equivalente, 
el Paquete C solo afecta a las dos decilas de menor renta, que experimentan un importante incremento. 
Como resultado, el índice de Reynolds-Smolensky es positivo, y el impuesto se convierte de nuevo en 
progresivo.  
 

Tabla 4. Simulación 1. Paquetes compensatorios considerados 

Paquete Hogares objetivo Importe de la 
transferencia 

Coste 
(M €) 

Índice 
Reynolds-
Smolensky 

𝒅𝒎𝒆𝒉

𝒅𝒀𝒆𝒉 = 𝒃 

Pagos 
impositivos 
finales netos 

Pagos 
impositivos 

reforma netos 
A Todos 67,20 €/persona 2.954 0,0015 0,110** 0,780*** 
B Decilas 1-5 46,76 €/hogar 408 0,0005 -0,553*** 0,117*** 

C Por debajo línea de 
pobreza 603,43 €/hogar 1.768 0,0033 1,260*** 1,930*** 

Nota: ***, ** indican significatividad al 1%, 5%, respectivamente. Se presentan los valores estimados multiplicados 
por un millón.  
Fuente: Elaboración propia  

 

5.2.2. Convergencia fiscal en la imposición de los carburantes de automoción 

 
Este escenario considera un incremento de las accisas aplicadas sobre el diésel y la gasolina hasta el 
nivel medio de Alemania, Francia, Italia y el Reino Unido. Dado el bajo nivel de la fiscalidad española 
sobre los carburantes, esta reforma es más ambiciosa que la considerada anteriormente, ya que 
significaría un aumento de 0,219 €/l en la accisa de la gasolina y de 0,313 €/l en la accisa del diésel. 
Como consecuencia, la reducción en el consumo de carburantes y en las emisiones sería mayor (5,2% 
para la gasolina y 6,3% en el caso del diésel) y la recaudación adicional generada ascendería hasta los 
9628,8 millones de euros (Tabla 5). 
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Tabla 5. Simulación 2. Efectos sobre emisiones y recaudación 
 

Carburante Variación 
precio final 

(%) 

Variación 
Consumo 

(%) 

Variación 
Emisiones 

de CO2 
(%) 

Recaudación adicional 
(millones de euros) 

I. Hidrocarburos IVA Total 
Gasolina 95 20,53 -5,20 -5,20 1.086 189 1.275 
Diésel no 
comercial 31,46 -6,32 -6,32 4.776 856 5.632 

Diésel 
comercial 31,46 -6,32 -6,32 2.723 - 2.723 

Total - -6,12 -6,15 8.585 1.045 9.630 
Fuente: Elaboración propia  

 
Los efectos distributivos de esta reforma serían similares a los de la Simulación 1 (véase Tabla A1 en el 
Apéndice), con una reducción porcentual en la renta creciente en las decilas más pobres y decreciente 
para las decilas más ricas, aunque de mayor magnitud. Además, el índice de Reynolds-Smolensky 
tendría también signo negativo (-0,0003), indicando regresividad de la reforma, mientras que la 
estimación de (1) muestra que tanto la carga impositiva final sobre los carburantes como la carga 
adicional derivada de la reforma son regresivas (Tabla A2 en el Apéndice), y para cualquier nivel de renta 
(Tabla A3 en el Apéndice).  
 
Por tanto, la reforma propuesta en la Simulación 2 tiene un impacto distributivo mayor, pero también 
genera una recaudación más elevada para poder mitigar sus impactos regresivos. Las Tablas 6, A1 y A3 
presentan los resultados de las distintas alternativas de compensación consideradas. El impacto de los 
distintos paquetes de transferencias es similar al de la simulación anterior, aunque generalmente de 
mayor magnitud. Al igual que en ésta, los paquetes compensatorios más progresivos son el A y el C 
porque permiten que tanto la carga impositiva adicional neta como los pagos impositivos finales netos de 
la reforma sean progresivos. 
 
Con el paquete A, la utilización de una transferencia mayor, derivada de una recaudación más elevada, 
permite compensar los mayores impactos distributivos, de modo que el incremento en la renta como 
consecuencia de la reforma con compensación es mayor en las ocho primeras decilas de renta que en 
la Simulación 1. En el caso del paquete B, ahora son necesarias mayores transferencias que representan 
un mayor porcentaje de la recaudación generada, si bien continúa siendo una pequeña parte de la misma. 
En relación a sus impactos por decilas de renta equivalente, ahora se producirá un mayor incremento en 
la primera y segunda decilas, y una mayor reducción en la renta en las restantes decilas. Por su parte, 
el índice de Reynolds-Smolensky de la reforma con las compensaciones A o B es positivo y mayor que 
en la Simulación 1, de modo que la utilización de tipos impositivos más elevados, utilizando la 
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recaudación para compensar los impactos distributivos, permite incrementar de forma significativa la 
progresividad de la reforma. 
 
Con respecto al paquete compensatorio C, las transferencias serían similares a las de la simulación 
precedente, si bien ahora representan un menor porcentaje de la recaudación, por lo que podrían 
plantearse objetivos de reducción de la pobreza más ambiciosos. En este caso, el incremento de renta 
en las dos primeras decilas será más pequeño que en la reforma anterior, con lo que el índice de 
Reynolds-Smolensky es ligeramente menor. 
 

Tabla 6. Simulación 2. Paquetes compensatorios considerados 

Paquete Hogares objetivo Importe de la 
transferencia 

Coste 
(M €) 

Índice 
Reynolds-
Smolensky 

𝒅𝒎𝒆𝒉

𝒅𝒀𝒆𝒉 = 𝒃 

Pagos 
impositivos 
finales netos 

Pagos 
impositivos 

reforma netos 
A Todos 157,11 €/persona 6906,0 0,0034 1,140*** 1,810*** 
B Decilas 1-5 118, 82 €/hogar 1035,9 0,0013 -0,361*** 0,309*** 

C Por debajo línea 
de pobreza 606,74 €/hogar 1769,5 0,0032 1,090*** 1,760*** 

Nota: *** indica significatividad al 1%. Se presentan los valores estimados multiplicados por un millón.  
Fuente: Elaboración propia  

 

5.2.3. Impuesto sobre los billetes de avión 

 
En el primer caso se introduce un impuesto sobre los billetes de avión de 50 €/tCO2 que grava los vuelos 
nacionales e internacionales con salida en España. Esta reforma supondría un impuesto medio de 2,94 
€ por pasajero en los vuelos domésticos y 9,06 € por pasajero en los vuelos internacionales y daría lugar 
a una caída del 7% en la demanda de vuelos domésticos y del 3,8% para los vuelos internacionales, 
reduciendo un 4,2% las emisiones de CO2 de la aviación y generando casi 900 millones de euros de 
recaudación (Tabla 7). 
 
La Tabla A1 en el Apéndice muestra el impacto de la reforma sobre la renta de los hogares, observándose 
que los efectos son mucho menores que en el caso de los impuestos sobre los carburantes de 
automoción, debido al reducido peso del gasto en billetes de avión en el gasto total de los hogares (0,44% 
de media). Además, la reducción en la demanda como consecuencia del impuesto provoca una reducción 
del gasto, de forma que se incrementará su renta en un porcentaje, en general creciente, debido a que 
los hogares más ricos son los que más proporción de su renta destinan a billetes de avión. De todos 
modos, el índice de Reynolds-Smolensky es nulo y la estimación de (1) muestra que existe una relación 
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creciente entre el nivel de renta y la proporción en ésta de los pagos impositivos, lo que indica que la 
reforma es ligeramente progresiva (véase Tabla A2 en el Apéndice) excepto en los hogares más ricos 
(véase Tabla A3 en el Apéndice). 
 

Tabla 7. Simulación 3. Efectos sobre emisiones y recaudación 

Tipo de 
consumidor 

Tipo de 
vuelo 

Variación 
precio 

final (%) 

Variación 
Consumo 

(%) 

Variación 
Emisiones 

de CO2 
(%) 

Recaudación adicional 

(millones de euros) 
I. Aviación IVA Total 

Residencial Doméstico 5,38 -7,54 -7,54 89,34 -4,59 84,75 
Internacional 7,17 -6,69 -6,69 199,86 - 199,86 

No 
residencial 

Doméstico 5,38 -4,57 -4,57 19,70 0,22 19,91 
Internacional 7,17 -2,73 -2,73 587,18 - 587,18 

Total - -4,77 -4,18 896,08 -4,37 891,70 
Fuente: Elaboración propia  

 
Sin embargo, dado que los hogares de baja renta podrían verse obligados a dejar de utilizar el avión 
como medio de transporte debido al incremento en los precios de los billetes como consecuencia de la 
reforma32, hemos considerado distintos paquetes compensatorios con la recaudación generada por el 
impuesto (véase Apartado 4.3). Las Tablas 8, A1 y A3 muestran que en todos los casos los paquetes 
compensatorios permiten incrementar la progresividad de la reforma, con un índice de Reynolds-
Smolensky positivo y una relación creciente entre la renta y los pagos impositivos netos de transferencias. 
 
En primer lugar (Paquete A), se simula la devolución de toda la recaudación procedente de los hogares 
mediante una transferencia per cápita de suma fija a todos los ciudadanos de 6,5 € por persona, con un 
coste total de 284,6 millones de euros. La utilización de este paquete compensatorio permite que la 
reforma sea muy progresiva, ya que incrementa la renta media en todas las decilas en un porcentaje 
decreciente con el nivel de renta equivalente. Con el Paquete B se destina la toda la recaudación obtenida 
de los hogares a transferencias de suma fija limitadas a las cinco primeras de decilas de renta 
equivalente. De este modo, cada hogar con renta equivalente por debajo de 14053 € recibirá 32,7 €, con 
un coste total de 284,6 millones de euros. Este paquete compensatorio también consigue que la reforma 
sea muy progresiva, ya que se incrementa el nivel de renta de las cinco primeras decilas, en un porcentaje 
decreciente con el nivel de renta. Por último, con el Paquete C se pretende reducir un 10% la tasa de 
pobreza en España mediante compensaciones de suma fija a los hogares por debajo de la línea de 
pobreza. En este caso, la recaudación del impuesto no es suficiente para lograr este objetivo, pues 

 
32 Los efectos en el margen extensivo no son explícitamente considerados en este trabajo por la inexistencia de elasticidades 
de participación para el caso de España.  
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destina una transferencia de 304,3 € a cada hogar en situación de pobreza y solo logra reducir la tasa 
de pobreza un 3,3% (hasta el 15,98%). Al igual que en las simulaciones anteriores, este paquete es el 
más progresivo, ya que las dos primeras decilas de renta experimentan un importante incremento en su 
renta media.  
 

Tabla 8. Simulación 3. Paquetes compensatorios considerados 

Paquete Hogares objetivo Importe de la 
transferencia 

Coste 
(M €) 

Índice 
Reynolds-
Smolensky 

𝒅𝒎𝒆𝒉

𝒅𝒀𝒆𝒉 = 𝒃 

Pagos impositivos 
finales netos 

A Todos 6,47 €/persona 284,61 0,0001 0,094*** 
B Decilas 1-5 32,65 €/hogar 284,61 0,0004 0,177*** 
C Por debajo línea de pobreza 304,33 €/hogar 891,7 0,0017 1,040*** 

Nota: *** indica significatividad al 1%. Se presentan los valores estimados multiplicados por un millón.  
Fuente: Elaboración propia  

 

El artículo incluye además una simulación que extiende el gravamen a todas las emisiones de GEI 
causadas por los vuelos que salen de España, con un tipo impositivo de 50 €/tCO2-equivalente, lo que 
supone un impuesto medio por pasajero de 5,43 € en los vuelos domésticos y 16,76 € en los vuelos 
internacionales. Como consecuencia, la reducción en la demanda (13% en los vuelos domésticos y 7% 
en los internacionales) y en las emisiones de CO2 (7,7%) sería mayor que en la simulación anterior, al 
igual que la recaudación generada, que superaría los 1.500 millones de euros (Tabla 9). 
 

Tabla 9. Simulación 4. Efectos sobre emisiones y recaudación 

Tipo de 
consumidor 

Tipo de 
vuelo 

Variación 
precio final 

(%) 

Variación 
Consumo 

(%) 

Variación 
Emisiones 

de CO2 
(%) 

Recaudación adicional 

(millones de euros) 
I. Aviación IVA Total 

Residencial Doméstico 9,96 -13,94 -13,94 153,83 -9,64 144,19 
Internacional 13,26 -12,38 -12,38 347,20 - 347,20 

No 
residencial 

Doméstico 9,96 -8,45 -8,45 34,95 0,26 35,21 
Internacional 13,26 -5,06 -5,06 1060,34 - 1060,34 

Total - -8,82 -7,73 1596,32 -9,39 1586,94 
Fuente: Elaboración propia  

 
Los impactos distributivos serán similares a los de la simulación precedente, aunque mayores, 
incrementándose la renta de todos los hogares en un porcentaje, en general, creciente con el nivel de 
renta (Tabla A1 en el Apéndice). El índice de Reynolds-Smolensky también es nulo en este caso y existe 
una relación creciente en la renta y la proporción de los pagos impositivos, indicando que esta reforma 
también sería ligeramente progresiva (Tabla A2 en el Apéndice) excepto para los hogares más ricos 
(Tabla A3 en el Apéndice). 
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Por último, consideramos los paquetes compensatorios propuestos para incrementar la progresividad de 
la reforma, con los resultados resumidos en las Tablas 10, A1 y A3. Puesto que se dispone de una 
recaudación mayor, las transferencias a los hogares serán más elevadas que en la simulación 
precedente y también lo será el incremento en la renta de los hogares objetivo de cada paquete. 
Asimismo, el índice de Reynolds-Smolensky es positivo en todos los casos y se observa una relación 
creciente entre el nivel de renta y los pagos impositivos netos de compensaciones, lo que indica la 
progresividad de la reforma con los paquetes propuestos. En este caso, el Paquete C tampoco permite 
lograr el objetivo de reducción de la pobreza en un 10%, si bien está más cerca, con una reducción del 
8,7%, de modo que la tasa de pobreza se reduciría al 15,09%. 
 

Tabla 10. Simulación 4. Paquetes compensatorios considerados 

Paquete Hogares objetivo Importe de la 
transferencia 

Coste 
(M €) 

Índice 
Reynolds-
Smolensky 

𝒅𝒎𝒆𝒉

𝒅𝒀𝒆𝒉 = 𝒃 

Pagos impositivos 
finales netos 

A Todos 11,18 €/persona 491,39 0,0002 0,158*** 
B Decilas 1-5 56,36 €/hogar 491,39 0,0007 0,301*** 
C Por debajo línea de pobreza 541,31 €/hogar 1586,9 0,0030 1,850*** 
Nota: *** indica significatividad al 1%. Se presentan los valores estimados multiplicados por un millón.            
Fuente: Elaboración propia  

 
 
6. Conclusiones 
 
Entre las medidas existentes para lograr la transición hacia economías descarbonizadas que permitan 
cumplir con los objetivos marcados por el Acuerdo de París, los IEA son un instrumento crucial debido a 
las ventajas que presentan en términos de efectividad ambiental, eficiencia económica y capacidad 
recaudatoria. Sin embargo, a pesar del amplio apoyo académico e institucional que han recibido, su 
potencial está claramente infrautilizado por los problemas de competitividad y, sobre todo, de equidad 
que dificultan su aceptación social. Por ello, la viabilidad de estas figuras descansa en la evaluación y 
compensación de sus impactos negativos, algo especialmente necesario en el caso español, cuyo 
desinterés histórico por estas figuras ha causado una creciente brecha en su aplicación con respecto a 
los principales países de su entorno, de forma que el incremento necesario para cumplir con los objetivos 
climáticos es considerablemente mayor.  
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Este artículo ha prestado un interés especial a los problemas distributivos asociados a la IEA, derivados 
principalmente de su impacto desproporcionado sobre los hogares de baja renta, que tienden a consumir 
más productos intensivos en energía para cubrir sus necesidades básicas y con limitadas posibilidades 
de sustitución. Además, otros factores que pueden no estar relacionados con la renta, como la zona de 
residencia, el tipo de vivienda, el tamaño del hogar, el grado de desarrollo del país o el producto 
energético considerado también influirán sobre el impacto distributivo de la fiscalidad energético-
ambiental. En cualquier caso, los importantes ingresos públicos obtenidos por los IEA podrían dedicarse 
parcial o totalmente a compensaciones distributivas, incrementando de este modo la viabilidad de la 
reforma. Para ello existen distintas alternativas, incluyendo transferencias directas a todos los hogares o 
a los hogares más afectados (en función de su nivel de renta u otras características), subsidios a mejoras 
en la eficiencia energética, reducciones de otros impuestos, subsidios a los precios energéticos o ayudas 
a los trabajadores especialmente afectados. Asimismo, teniendo en cuenta los problemas de desigualdad 
existentes, la fiscalidad energético-ambiental también podría formar parte de una reforma fiscal integral 
que destine su recaudación a abordar problemas de equidad no necesariamente relacionados con la 
corrección ambiental en el ámbito energético. 
 
Teniendo en cuenta todo lo precedente, el artículo formula y analiza empíricamente varias propuestas 
de reforma de los IEA en España en el corto plazo. Los impuestos considerados se circunscriben al 
ámbito del transporte, por ser el sector con mayor peso en las emisiones españolas de GEI (además de 
ser fuente de otras importantes externalidades), considerando además distintos paquetes 
compensatorios con capacidad para corregir los posibles impactos regresivos sobre los hogares. Las dos 
primeras simulaciones se centran en el transporte por carretera y muestran que la elevación de las 
accisas sobre los carburantes tendría un impacto ambiental y recaudatorio importante, si bien su efecto 
distributivo sería regresivo. De todos modos, los paquetes compensatorios considerados consiguen 
revertir los efectos y convertir las reformas en progresivas, especialmente si se transfiere la recaudación 
a los hogares mediante compensaciones per cápita o si se destina a la reducción de la pobreza. Las 
otras dos simulaciones analizan la introducción de un impuesto sobre la aviación, cuyas emisiones de 
GEI están evolucionando de una manera preocupante los últimos años y exigen una mayor atención y 
acción regulatoria. En este caso, un impuesto sobre los billetes de avión que busque moderar la demanda 
llevaría a menores emisiones y generaría ingresos públicos de cierta consideración, aunque 
sustancialmente menores que los obtenidos de la imposición de los carburantes de automoción. Su 
impacto distributivo sería claramente menor, incluso con tendencia a la progresividad, si bien para evitar 
que se genere un rechazo social a la medida (debido a que los hogares pobres podrían verse excluidos 
del uso del avión como medio de transporte) el artículo contempla diversas compensaciones distributivas. 
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El artículo sugiere que la necesaria elevación que habrá de experimentar la IEA española para cumplir 
con los ambiciosos objetivos de mitigación del cambio climático podría ser socialmente viable si la 
recaudación generada se destinase, parcial o totalmente, a medidas compensatorias que anulasen o al 
menos redujesen considerablemente los impactos distributivos negativos. Además, también será 
importante que el mecanismo compensatorio sea saliente y que exista confianza en el gobierno y en su 
capacidad para gestionar la recaudación, así como que las modificaciones fiscales se introduzcan de 
forma gradual. En este sentido, además de incorporar medidas compensatorias, podría optarse por un 
incremento impositivo inicial reducido (Simulaciones 1 y 3), complementado con un procedimiento de 
intensificación automática de los tipos impositivos que permita alcanzar las reformas más ambiciosas 
(Simulaciones 2 y 4). 
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Tabla A1. Impacto distributivo por decilas de renta equivalente en las simulaciones (%) 

Simulación Paquete 
compensatorio 

Decila 

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 

1 

No -0,262 -0,297 -0,305 -0,277 -0,318 -0,315 -0,316 -0,317 -0,303 -0,237 
A 1,487 0,743 0,536 0,435 0,301 0,226 0,151 0,082 0,022 -0,020 
B 0,184 0,008 -0,039 -0,039 -0,104 -0,315 -0,316 -0,317 -0,303 -0,237 
C 5,489 2,596 -0,305 -0,277 -0,318 -0,315 -0,316 -0,317 -0,303 -0,237 

2 

No -0,653 -0,750 -0,784 -0,718 -0,803 -0,804 -0,811 -0,796 -0,767 -0,613 
A 3,436 1,682 1,182 0,945 0,644 0,461 0,281 0,139 -0,009 -0,105 
B 0,480 0,028 -0,109 -0,114 -0,258 -0,804 -0,811 -0,796 -0,767 -0,613 
C 5,130 2,108 -0,784 -0,718 -0,803 -0,804 -0,811 -0,796 -0,767 -0,613 

3 

No 0,001 0,002 0,002 0,002 0,002 0,004 0,003 0,004 0,004 0,004 
A 0,169 0,102 0,083 0,070 0,062 0,056 0,048 0,043 0,035 0,025 
B 0,312 0,215 0,187 0,168 0,152 0,004 0,003 0,004 0,004 0,004 
C 2,901 1,462 0,002 0,002 0,002 0,004 0,003 0,004 0,004 0,004 

4 

No 0,004 0,004 0,004 0,005 0,006 0,009 0,007 0,010 0,010 0,010 
A 0,295 0,178 0,144 0,123 0,108 0,099 0,085 0,077 0,064 0,046 
B 0,541 0,373 0,324 0,291 0,264 0,009 0,007 0,010 0,010 0,010 
C 5,162 2,604 0,004 0,005 0,006 0,009 0,007 0,010 0,010 0,010 

Nota: En negrita, las decilas en las que se produce variación como consecuencia de los paquetes compensatorios.  
Fuente: Elaboración propia 

 

 

Tabla A2. Relación lineal estimada (𝒅𝒎𝒆𝒉
𝒅𝒀𝒆𝒉

= 𝒃) entre la proporción de pagos impositivos y la renta 
 Pagos impositivos 

iniciales Pagos impositivos finales Pagos impositivos de la 
reforma 

Simulación 1 -0,670*** -0,797*** -0,127*** 
Simulación 2 -0,980*** -0,310*** 
Simulación 3 - 0,007*** 0,007*** 
Simulación 4 - 0,007*** 0,007*** 

Nota: *** indica significatividad al 1%. Se presentan los valores estimados multiplicados por un millón 
Fuente: Elaboración propia  
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Tabla A3. Relación cuadrática estimada entre proporción de pagos impositivos y la renta 
 𝑚𝑒$ = 𝑎 + 𝑏𝑌𝑒$ + 𝑐(𝑌𝑒$)3 Hogares para los que el 

impuesto es progresivo 
b c Renta 

equivalente (€) Decilas 

Fiscalidad carburantes P.I. iniciales -0,720*** -0,947 >380147 Ninguna 

Simulación 1 P.I. finales -0,867*** 1,340 >323507 Ninguna 
P.I. reforma -0,147 0,395 >186075 Ninguna 

Simulación 1 + Paquete A P.I. finales 1,14*** -19,6*** <29082 1-9 
P.I. reforma 1,86*** -20,5*** <45366 1-9 

Simulación 1 + Paquete B P.I. finales -0,307*** -4,66** - Ninguna 
P.I. reforma 0,413*** -5,61*** <36809 1-9 

Simulación 1 + Paquete C P.I. finales 4,55*** -62,4*** <36458 1-9 
P.I. reforma 5,27*** -63,3*** <41627 1-9 

Simulación 2 P.I. finales -1,07*** 1,66 >322289 Ninguna 
P.I. reforma -0,348*** 0,713 >244039 Ninguna 

Simulación 2 + Paquete A P.I. finales 3,63*** -47,3*** <38372 1-9 
P.I. reforma 4,35*** -48,2*** <45124 1-9 

Simulación 2 + Paquete B P.I. finales 0,355** -13,6*** <13051 1-4 
P.I. reforma 1,08*** -14,5*** <37241 1-9 

Simulación 2 + Paquete C P.I. finales 4,37*** -62,3*** <35072 1-9 
P.I. reforma 5,09*** -63,3*** <40205 1-9 

Simulación 3 P.I. reforma 0,018*** -0,208*** <43510 1-9 
Simulación 3 + Paquete A P.I. reforma 0,212*** -2,23*** <47534 1-9 
Simulación 3 + Paquete B P.I. reforma 0,409*** -4,4*** <46477 1-9 
Simulación 3 + Paquete C P.I. reforma 2,75*** -32,4*** <42438 1-9 
Simulación 4 P.I. reforma 0,018*** -0,205*** <43171 1-9 
Simulación 4 + Paquete A P.I. reforma 0,352*** -3,69*** <47696 1-9 
Simulación 4 + Paquete B P.I. reforma 0,693*** -7,44*** <46572 1-9 
Simulación 4 + Paquete C P.I. reforma 4,87*** -57,4*** <42422 1-9 

Notas: ***, ** indican significatividad al 1%, 5%, respectivamente. Se presentan los valores estimados de b 
multiplicados por un millón y los valores estimados de c multiplicados por un billón. P.I.: pagos impositivos. 
Fuente: Elaboración propia  
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